                       “ CASTELLANO, Rubén Sergio y

                   otros c/ NARVÁEZ, Jorge Luis

              y otros s/ NULIDAD DE CONTRA-

              TO ¨

       


    Causa: 48531      R.S.: 72

/// la ciudad de Morón, Provincia de Buenos Aires,  a   los 28 días del mes de abril                                         de dos mil nueve, reunidos en la Sala I del Tribunal, los señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Morón, doctores José Eduardo Russo y Roberto Camilo Jorda, para pronunciar sentencia en los autos caratulados: " CASTELLANO, Rubén Sergio y otros c/ NARVÁEZ, Jorge Luis y otros s/ NULIDAD DE CONTRATO ", y habiéndose practicado el sorteo pertinente ( arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código de Procedimientos Civil y Comercial ), resultó que debía observarse el siguiente orden de votación : Dres. RUSSO – JORDA, resolviéndose plantear y votar las siguientes:

C U E S T I O N E S

1ra.: ¿ Es justa la sentencia apelada de fs. 445/462?

2da.: ¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar ?

V O T A C I O N

A LA PRIMERA CUESTION: el  señor juez doctor RUSSO, dijo: 

I.- Apela de la sentencia de autos la parte actora a fs. 467, obrando su expresión de agravios a fs. 554/560, contestando la demandada a fs. 563/568 el traslado conferido a fs. 561.- 

El fallo desestima la excepción de falta de legitimación activa opuesta por los demandados, con costas a su cargo y rechaza la demanda promovida por José Castellano, Rubén Sergio Castellano y Viviana Beatriz Rodríguez contra Jorge Luis Narváez y Susana Beatriz Tesone por nulidad de compraventa y de contrato de locación, imponiendo las costas del juicio a los actores en su condición de vencidos.-

II.- La parte actora solicita la revocación del pronunciamiento de primera instancia y, consecuentemente, la admisión de la demanda entablada, con costas.- Sostiene que, contrariamente con lo decidido por la Magistrada de grado, se han acreditado en autos con la prueba aportada los requisitos objetivo y subjetivo exigidos por el artículo 954 del Código Civil.- Para arribar a tal resultado analiza la prueba producida, refiriendo que la descalificación del testigo Melmann no aparece debidamente sustentada, que de la prueba confesional puede colegirse que los hijos del coactor Castellano encima de quedarse sin casa propia quedaron endeudados, de la informativa no se valora adecuadamente el informe Municipal, encuentra atinada la tasación efectuada por la perito si se tiene en cuenta la valuación fiscal del inmueble a la fecha del acto negocial y manifiesta que del análisis de la causa penal surge acreditada la explotación de la necesidad, ligereza e inexperiencia por una de las partes respecto de la otra.- En definitiva, entiende probada la grave desproporción en las prestaciones ya que el valor fijado en la escrituración - $ 35.000 – resulta casi duplicado por la valuación fiscal a la fecha de la venta - $ 51.104 -, siendo el valor de la tasación efectuada en autos de $ 60.000, al igual que los requisitos subjetivos exigidos por la aludida normativa de fondo, por lo que solicitan la revocación del pronunciamiento en recurso y la admisión de la demanda entablada, con costas.-

III.- Se pretende en estos obrados la nulificación de la venta del inmueble de la calle Estanislao López 1440 de la localidad de Castelar, Partido de Morón, efectuada por el coactor José Castellano con la codemandada Tesone el 4 de agosto de 1995 y, asimismo, la nulidad del contrato de locación de dicho inmueble celebrado entre los coactores Sergio Rubén Castellano y Viviana Beatriz Rodríguez con la señora Tesone, con vigencia a partir del 1º de agosto de 1995.-


La señora Juez de grado desestimó la acción intentada por falta de acreditación de los presupuestos básicos requeridos por la norma aplicable al caso – art. 954 del Código Civil – es decir, no se probó la grave desproporción en las prestaciones y que la ventaja obtenida sea sin justificación, que la misma subsista al tiempo de incoarse esta acción y que los accionados hayan obtenido un lucro desmedido, aprovechando el estado de necesidad de los accionantes.- 

Es sabido que dentro de la teoría general  de los vicios del consentimiento, se ha establecido que resultan generalmente afectadas la intención y la libertad como elementos de la voluntad, pudiéndose conceptualizar como  vicios  propios  de  esta última  el error, la ignorancia, el dolo, y la violencia.- 

Los accionantes sustentan su pretensión en la existencia de un aprovechamiento del estado de necesidad en que se encontraban por parte de su acreedor demandado y su esposa, lo que se evidencia por la notoria desproporción de las prestaciones.-

Cabe resaltar que cuando se presenta una situación de inexperiencia, proclive al aprovechamiento por  el  más  fuerte, capaz, en detrimento del más débil o inexperimentado, sin llegar a configurar  error  ni  dolo, porque promedia voluntad  y  no  existe  maquinación,  esa situación  de inferioridad explotada por el otro contratante,  halla cabida en el marco del concepto de inexperiencia a que alude el art. 954 del Código Civil.-

Así lo ha sostenido Savigny al formular la distinción entre error y lesión, al decir que se configura el primero cuando por derivación de una falsa idea no se tiene la noción exacta de una  cosa; en la lesión, en cambio, el acto es obrado con  pleno conocimiento y conciencia, aunque promedie el  aprovechamiento de la víctima ( ver la nota al art. 923 del Código Civil ).-

Adentrándome a la cuestión de marras, es necesario recordar el principio rector tendiente a la preservación de los actos jurídicos, favoreciéndose  la validez de los contratos celebrados y no su nulidad ( conf. arts. 1197  y 1198 del Código Civil ), lo que determina una apreciación  restrictiva  de  los  hechos que pudieran dar lugar a la configuración del vicio de lesión.-

Del propio artículo 954 del Código Civil, se   pueden extraer los requisitos que determinan la existencia de la lesión.- En efecto, la norma en estudio conjuga un elemento objetivo: la desproporción  de las prestaciones - que debe existir al momento del otorgamiento del acto y subsistir al tiempo de promoverse la pretensión - y dos subjetivos con independencia conceptual: la explotación de una de las partes por la otra y el estado de inferioridad de la víctima por necesidad, ligereza o inexperiencia.-

Ha sostenido nuestra Casación Provincial, que la presunción creada por el citado artículo 954 del Código  Civil, es " iuris tantum ", es decir que el Juzgador puede dejar de lado la presunción si el  acusado de ser lesionante demuestra  la  inexistencia  de los elementos subjetivos ( conf. S.C.B.A., Ac.33870, J.A. 1985 – III - 568; D.J.B.A. 128 - 133; L.L. 1985 – C – 650 ).- 

A quien demanda la nulidad o modificación del  acto cuestionado le corresponde probar la notable o evidente desproporción de las prestaciones, presumiendo la ley  que esa desproporción se origina en la explotación de la situación de inferioridad de la víctima; incumbiendo al beneficiario la  demostración  de  que,  no  obstante  la aparente desproporción, no se aprovechó de la situación de inferioridad de la víctima.-

Habiendo analizado las probanzas aportadas a la causa y las constancias de la causa penal Nº 13 –53623 – 3, venida ad effectum videndi debo expresar, adelantándome a manifestarlo, que la actora no ha logrado probar la grave desproporción en las prestaciones, que debe asumir el carácter de evidente, y que la ventaja que se le imputa haber obtenido sea sin justificación, ni tampoco ha demostrado la existencia de un estado de inferioridad, por no haberse justificado el estado de necesidad, ligereza e inexperiencia de los accionantes.-

Ante todo debo señalar que, según ha expresado desde antiguo el Tribunal que integro – ver mi voto causa 21.526 R.S. 16/89, entre otros precedentes -, en el moderno proceso civil no se concibe la tarifa legal para la apreciación de la prueba testimonial, que debe dejarse al libre criterio del Juez guiado por una sana crítica.-

El artículo 384 del Código Procesal establece expresamente que "... los jueces formarán convicción respecto de la prueba de conformidad con las reglas de la sana crítica ... ", tal referencia está  indicando sin hesitación que el principio de libertad está construido en base al criterio objetivo, en oposición al subjetivismo y al empirismo de la convicción íntima o de la conciencia.- La fuerza probatoria material del testimonio depende de que el Juez encuentre o no, argumentos de prueba que le sirvan para formar su convencimiento sobre los hechos que interesan al proceso.-

Al respecto debo expresar, adelantándome a manifestarlo, que – contrariamente a lo manifestado por los quejosos – no se ha logrado probar una errónea valoración de la prueba producida ni una inadecuada aplicación de los principios procesales vigentes, por lo que – en definitiva – propiciaré en este aspecto la confirmación del pronunciamiento apelado.-

En efecto, carece de fuerza de convicción el testimonio prestado por Gustavo Eugenio Mellman – ver fs. 258/259 – no solo porque su relato se basa en su mayoría en afirmaciones de uno de los actores – Rubén Sergio Castellano – sino porque contiene animosidad hacia los accionados, lo que le resta valor probatorio ( conf. arts. 394 y 456 del Código Procesal ); por lo demás, tampoco puede acordársele valor a la tasación efectuada por éste, por cuanto el testigo no se encontraba matriculado como martillero público ni en Capital ni en la Provincia de Buenos Aires.-

En cuanto a la pericia realizada por la martillera García Pérez – fs. 285/286, explicaciones rendidas a fs. 292 y ampliación de fs. 295 -, debo coincidir con la Sentenciante en que no resulta convincente ( conf. arts. 472, 474 y conc. del Código Procesal ) no solo por carecer de fundamentación, información y exposición lógica de sus conclusiones sino porque tampoco aclara si las sumas consignadas para el año 1995 correspondían o no al tipo de cambio vigente a la fecha del presentación del dictamen.- Distinta es la exigencia que debe acordarse al informe efectuado en la causa penal por el martillero Juan Corsalini - ¨ Negocios Inmobiliarios ¨ -, por cuanto la misma es una simple tasación a la que no le alcanzan las formalidades requeridas en una pericia judicial – recopilación de datos, análisis de los puntos de pericia propuestos por las partes y exposición de los fundamentos y conclusión -; dicha tasación efectuada por un martillero público matriculado dos años después que la propuesta por los accionantes – agosto de 1997 – establece una diferencia negativa de diez mil dólares estadounidenses ( - U$S 10.000.-).-

Por último, debo precisar que la valuación fiscal del inmueble, que los accionantes consignan en su cuita era de $ 51.104, no siempre resulta inferior a las reglas del mercado, precisamente en dicha época – año 1995 – se mostraba una gran depresión en el mercado inmobiliario, por lo que los valores de venta de las propiedades resultaban inferiores a los valores fiscales.-

Por las razones apuntadas, entiendo – como adelantara – que no se ha acreditado en autos la grave desproporción en las prestaciones, que la ventaja económica que se imputa haya sido obtenida sin justificación y ni siquiera se ha justificado – como sostuviera oportunamente la señora Juez de grado ( ver fs. 460 ) - la existencia de un estado de inferioridad en los accionantes, por no haberse acreditado el estado de necesidad, ligereza e inexperiencia de éstos, como lo exige la norma de fondo antes analizada.-

Es que estando el instituto de lesión destinado a conjurar situaciones de verdadero despojo en las que no queda duda de que se atenta contra los más elementales principios de equidad, no puede  utilizárselo como medio para liberar a los  contratantes de las consecuencias de un mal negocio   o sustraerlos al cumplimiento de imprudentes compromisos; la lesión, no es el remedio de un obrar  irreflexivo, ni el medio para anular malos negocios.- No basta que exista una  ventaja económica,  aunque ésta sea importante, ya que es legítima en el  tráfico negocial; ella debe resultar desmesurada y obtenida por el juego de los elementos subjetivos  ( conf.: Salas - Trigo Represas - Lopez Mesa, “Código Civil anotado”, Editorial Depalma, Tomo 4 – A - 411 ).-

Por lo tanto, no habiéndose configurado el elemento objetivo que da base para sostener e invocar el vicio de lesión previsto por el artículo 954 del Código Civil, los agravios propuestos por la parte actora deben ser desestimados.-

IV.- Por todo lo expuesto y, de compartirse  tal criterio, considero que debe confirmarse la sentencia en cuanto ha sido materia de agravio y recurso.- Costas de la Alzada a la apelante vencida en el proceso de apelación ( art. 68 del Código Procesal ).-

           Voto, en consecuencia, por la  AFIRMATIVA.-
   
A la misma cuestión el señor Juez doctor Jordá, por iguales fundamentos, votó también por la AFIRMATIVA.-    

A LA SEGUNDA CUESTION, el señor Juez doctor RUSSO, dijo:

           Conforme  se  ha  votado  la  cuestión anterior, corresponde confirmar la apelada sentencia de fs. 445/462 en todo cuanto ha sido materia del recurso.- Costas de la Alzada al apelante vencido ( art. 68 del Código Procesal ), difiriendo la regulación de los honorarios hasta la oportunidad prevista por los artículos 23 y 27 inc. a) de la ley 8904.-

   
       ASI LO VOTO.-

 
El señor Juez doctor Jordá, por los mismos fundamentos, votó en análogo sentido.-

   Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente:

S E N T E N C I A

Morón, 28 de abril de 2009.-

 
AUTOS Y VISTOS: De conformidad al resultado que arroja la votación que instruye el Acuerdo que antecede, por unanimidad se confirma la apelada sentencia de fs. 445/462 en todo cuanto ha sido materia del recurso.- Costas de la Alzada a la apelante vencida ( art. 68 del Código Procesal ), difiriéndose la regulación de los honorarios hasta la oportunidad prevista por los artículos 23 y 27 inc. a) de la ley 8904.- 

